
Impuesto sobre la Renta  

 

Propuesta núm. 1:  

 

Debería procederse a una revisión de los términos que utiliza la Ley del IRPF para dotarlos 

de un mayor sentido económico y fiscal, al tiempo que se refunden, sistematizan y 

simplifican sus normas y se ofrece una mayor y mejor información al contribuyente en 

los documentos de la declaración y liquidación del tributo. A tales efectos:  

 

a) El término "rendimiento" debería aplicarse exclusivamente  a los ingresos derivados del 

trabajo, del capital mobiliario o  inmobiliario o de las actividades económicas, en lugar del 

término "rentas" que se utiliza en algunas ocasiones.  

 

b) La "renta total del contribuyente" estaría constituida por la suma algebraica de los 

rendimientos anteriormente descritos y las ganancias y pérdidas patrimoniales. El 

impuesto debe ser transparente y por eso se debería calcular su cuantía y hacerla visible al 

contribuyente cuando se efectúe su declaración o liquidación, porque no siempre éste tiene 

conciencia exacta de la cuantía anual de esa renta.  

 

c) La "renta disponible fiscal" debería estar constituida por la diferencia entre la "renta 

total del contribuyente" y sus mínimos personales y familiares así como, en su caso, por el 

mínimo por dependencia. Por razones de transparencia, este concepto y su cuantía 

también deberían hacerse visibles al contribuyente cualquiera que fuese la forma en que se 

tratasen fiscalmente esos mínimos personales y familiares. Respecto al mismo y a la 

"renta total del contribuyente" se debería calcular y hacer visible el tipo efectivo global 

líquido del impuesto, para advertir del verdadero peso del tributo, que el contribuyente 

habitual y erróneamente mide por la cuantía de su tipo marginal en la escala progresiva.  

 

d) La "base imponible general" y la "base imponible del ahorro" resultarían de la 

división de la renta total del contribuyente, tomándose en la base imponible general la 

suma algebraica de los rendimientos del trabajo y de los rendimientos de explotaciones 

económicas de su titularidad. En la base imponible del ahorro se incluirían los 

rendimientos del capital mobiliario, los imputados por los inmuebles propiedad del 

contribuyente destinados al uso propio de su titular y su familia, incluido el del inmueble 



del domicilio cuando tal vivienda sea de su propiedad, y los rendimientos de los inmuebles 

cedidos a terceros mediante arrendamiento, así como la suma algebraica de ganancias y 

pérdidas patrimoniales. Aun cuando el procedimiento de tributación aplicado a los 

mínimos personales y familiares no fuese el de su descuento de la suma de rendimientos 

netos, a efectos de transparencia informativa la base imponible debería descontar tales 

mínimos en la forma que se describe más abajo para las reducciones por dependencia  y 

envejecimiento  o por  pensiones compensatorias.  

 

e) La "base liquidable general" resultaría de restar de la imponible general las 

"reducciones por situaciones de dependencia y envejecimiento" y las "reducciones por 

pensiones compensatorias" hasta el límite de la cuantía de esa base imponible general. A su 

vez, la "base liquidable del ahorro" estaría constituida por la "base imponible del ahorro" 

disminuida en la cantidad que se compensase, dentro de los límites establecidos, por el 

resultado neto de ganancias y pérdidas patrimoniales y por las cuantías no compensadas en 

la base general de las "reducciones por situaciones de dependencia y envejecimiento" y de 

las "reducciones por pensiones compensatorias".  

 

f) Finalmente, la reforma del IRPF debería pretender una notable sistematización y 

simplificación de la Ley del impuesto, recurriendo a una refundición ordenada de su  

texto actual.  

 

 

Propuesta núm. 2:  

 

Deberían suprimirse las exenciones siguientes:  

a) La establecida en el art. 7 letra e) de la Ley del impuesto, para evitar la colusión de 

empresarios y trabajadores en la tramitación de despidos improcedentes.  

 

b) La contenida en la letra t), que se refiere a la cobertura del riesgo de interés en 

préstamos hipotecarios para la adquisición de la vivienda propia y la contenida en la letra 

y) del art. 7 de la Ley del IRPF, relativa a los dividendos y participaciones en beneficios 

con el límite de 1.500 € anuales, por no responder en ambos casos a ninguna causa o 

motivación fiscalmente protegible.  

 



Propuesta núm. 3:  

 

Debería procederse a una ordenación racional de la lista de exenciones existente en el art. 

7 de la Ley del IRPF  

 

Propuesta núm. 4:  

 

Debería mantenerse la actual separación entre base imponible general y base imponible 

del ahorro establecida en el art. 47 de la Ley del IRPF, con las modificaciones que más 

adelante se proponen.  

 

Propuesta núm. 5:  

 

Deberían considerarse que no está sujeto al IRPF:  

 

a) El pago por la empresa de los cursos de formación y reciclaje a favor del trabajador y 

que vengan exigidos directamente por las capacidades necesarias para el desempeño de 

su puesto de trabajo.  

 

b) Las primas que la empresa abone por seguros de responsabilidad civil derivada de la 

actividad del trabajador o por accidentes laborales. 

 

c) La entrega al trabajador de material informático para su uso fuera del centro laboral, 

aunque siempre para tareas relacionadas con la empresa.  

 

Propuesta núm. 6:  

 

Deberían eliminarse las siguientes exenciones:  

 

a) La exención de las cantidades satisfechas por la empresa para el seguro de enfermedad 

de sus trabajadores, cónyuges y descendientes, por un valor anual de 500 € por cada 

asegurado.  

 

b) La exención que actualmente ampara la entrega por la empresa a los trabajadores de 

sus propias acciones o de acciones de sociedades de su grupo a precio gratuito o menor 

que el de mercado.  

 



Propuesta núm. 7:  

 

La tributación en el IRPF de los rendimientos notoriamente irregulares o de los 

plurianuales con periodo de obtención superior a los dos años debería ajustarse a los 

siguientes criterios:  

 

a) Debería reducirse el porcentaje actual del 40% aplicable a tales rendimientos íntegros 

procedentes de trabajo, de actividades económicas o de capitales mobiliarios o 

inmobiliarios sometidos a la tarifa general de este impuesto hasta un 30%, al atenuarse los 

tipos y la progresividad de la tarifa general del IRPF.  

 

b) En el caso de rendimientos de actividades económicas, la reducción aplicable a los 

percibidos de forma irregular o generados en periodos superiores a los dos años debería 

aplicarse con un límite de 300.000 € sobre la cifra objeto de la correspondiente reducción 

porcentual.  

 

c) Debería suprimirse la reducción aplicable a estos rendimientos cuando por su 

naturaleza estuviesen sometidos al tipo único de la base liquidable del ahorro.  

 

d) Para evitar la pérdida de progresividad en la exigencia del IRPF, no debería aplicarse la 

reducción actual del 40%, o la del porcentaje que le sustituya, a los rendimientos íntegros 

del trabajo cuando se fraccione el pago de su percepción.  

 

e) Debería suprimirse, por su inoperatividad actual en la práctica, la posibilidad de 

duplicar el límite máximo de la reducción por plurianualidad en los casos en que la oferta 

de opciones de compra se hubiese realizado, en las mismas condiciones, a todos los 

trabajadores de la empresa.  

 

f) Debería extenderse el sistema de gravamen de las opciones de compra de acciones y 

participaciones a todas las retribuciones plurianuales que por sus características sean 

asimilables a tales opciones.  

 

Propuesta núm. 8:  

 



Debería sustituirse la actual minoración contenida en el art. 20.1 de la Ley del IRPF por 

una deducción, practicada en tales rendimientos, como estimación global de gastos no 

especificados, con una cuantía fija e igual para todos los perceptores de rendimientos de 

trabajo. Atendiendo a la naturaleza de esos gastos y a que su deducción se efectúa 

globalmente sin necesidad de justificación alguna, su cuantía debería valorarse con 

mucha prudencia, ser igual anualmente para todos los trabajadores e inferior a la cuantía 

de la reducción actual ya que, además, los rendimientos de trabajo pueden destinarse, 

conforme la vigente Ley del IRPF, a aportaciones temporalmente exentas a instituciones de 

previsión social que atenúen o resuelvan su falta de fundamentación patrimonial.  

 

Propuesta núm. 9:  

 

Debería mantenerse, debido a los mayores gastos en que incurren sus titulares, la actual 

deducción del art. 20.2 referida a quienes, estando parados, aceptasen un nuevo empleo en 

otro municipio. Esa deducción solo debería aplicarse durante los dos primeros años de 

permanencia en tal empleo.  

 

Propuesta núm. 10:  

 

Debería procederse con urgencia a la implantación efectiva en todo el territorio de régimen 

común de un nuevo sistema anual de asignación de "valores de referencia" para todos los 

bienes inmuebles de naturaleza urbana y rústica con arreglo a los siguientes criterios:  

 

a) Los "valores de referencia" se asignarían a partir de las ponencias elaboradas con 

mapas de zonas de valor del suelo urbano, que permitan reconocer ámbitos homogéneos de 

valores de mercado de suelo en función de sus usos. Esas ponencias se vienen elaborando 

por la Dirección General del Catastro desde 2004 partiendo de los mapas de valor del 

suelo de todos los municipios del territorio de régimen común, con un rango máximo de 

60 jerarquías posibles, definidas para cubrir todo ese territorio.  

 

b) La asignación de importes a esas jerarquías se actualizaría anualmente de acuerdo con la 

evolución del mercado. Para ello se aprovecharía la información de que ya dispone el 

Catastro, proveniente de los notarios, registradores de la propiedad, sociedades de tasación 

y agencias inmobiliarias, entre otras, y la obtenida de las comprobaciones de valores 

realizadas por otras Administraciones tributarias. Su observación y análisis se realizaría 



diariamente de forma automatizada, continua y homogénea, de manera que sus 

conclusiones se reflejasen en estos mapas de valores del suelo, independientes del año de 

revisión de los municipios.  

 

c) El procedimiento para la determinación, actualización y notificación anual de los 

valores de referencia se establecería mediante norma legal específica.  

 

d) Los nuevos "valores de referencia" no deberían tener en ningún caso la consideración 

de dato protegido que actualmente tiene el valor catastral. Tales valores se incorporarían 

a la información correspondiente a cada inmueble y su consulta debería estar abierta a 

todos vía Internet o por cualquier otro procedimiento rápido y eficiente, facilitándose el 

flujo de información para mejorar el funcionamiento actual de los mercados inmobiliarios.  

 

Propuesta núm. 11:  

 

El "valor catastral" de los inmuebles debería estar ligado al "valor de referencia" mediante el 

prudente porcentaje de este último que decidiese la Ley, porcentaje que debería ser igual 

para todos los inmuebles. Ese porcentaje, que quizá debiera ser más elevado que el 50% 

actual, serviría para corregir los posibles defectos u errores del procedimiento de 

estimación del valor de referencia. El valor catastral cambiaría anualmente al variar el 

valor de referencia.  

 

Propuesta núm. 12:  

 

La adaptación del valor catastral al "valor de referencia" en el porcentaje que legalmente 

se establezca, plantea problemas prácticos y jurídicos que deberían ser resueltos de 

forma progresiva teniendo en cuenta que habrán de asignarse nuevos valores con efectos 

tributarios a más de 77 millones de inmuebles.  

En todo caso la notificación de los nuevos valores catastrales debería efectuarse mediante 

métodos colectivos, a través de la exposición pública de los nuevos valores y de su 

disponibilidad para cualquiera a través de medios telemáticos. En ningún caso esa 

notificación colectiva debería restar valor a los posibles recursos legales que planteasen 

los titulares de los bienes correspondientes.  

 



Propuesta núm. 13:  

 

Mientras que no se implante el nuevo sistema de valoración de bienes inmuebles, debería 

mantenerse en el IRPF la tributación de los rendimientos imputados de tales bienes con 

arreglo a los siguientes principios o criterios:  

 

a) Para eliminar su exención actual, deberían incluirse entre los rendimientos de bienes 

inmuebles los imputables correspondientes a la vivienda propia que constituya el 

domicilio del contribuyente y de su familia, al objeto de evitar un tratamiento de tales 

rendimientos que resulta claramente discriminatorio frente al de los rendimientos 

procedentes de otras fuentes, que se computan inicialmente en toda su extensión y respecto 

a los que, además, se ha propuesto la anulación de importantes exenciones y reducciones 

en su base de gravamen.  

 

b) Al objeto de atenuar esa carga para contribuyentes de rentas reducidas, podría 

mantenerse exento el rendimiento estimado del propio domicilio cuando la base imponible 

del contribuyente y de su cónyuge, previa a la referida imputación, no excediese de 

unos 20.000 € y el valor catastral de ese domicilio de unos 90.000 €, adoptándose las 

medidas adecuadas para evitar cualquier clase de "error de salto" en la aplicación del 

impuesto. Tales cantidades aproximan los límites de la deducción actual en el IRPF por 

ocupar una vivienda alquilada.  

 

c) Deberían integrarse en la base imponible del ahorro, sin reducción alguna en su cuantía, 

todos los rendimientos imputados por los inmuebles propiedad del contribuyente, de uso 

propio o de su familia, así como los obtenidos por la cesión a terceros de esta clase de 

bienes, una vez que, en este último caso, sean descontados los gastos fiscalmente 

deducibles, sin incluir entre ellos los que correspondan a cargas financieras derivadas de 

su adquisición o mejora, para hacerlo compatible con la eliminación de la deducción por 

intereses en el caso de la compra.  

 

d) Se debería proceder simultáneamente a un mejor y más amplio control de los inmuebles 

arrendados, para reducir el fraude en esta actividad.  

 



e) En tanto no se oponga a las normas aprobadas por la Unión Europea deberían 

considerarse no sujetos al IVA los rendimientos obtenidos por la cesión a terceros de 

cualquier clase de bienes inmuebles, del mismo modo que no se sujetan al IVA los 

intereses y dividendos obtenidos por el préstamo o la aportación de capitales mobiliarios.  

 

Propuesta núm. 14:  

 

Una vez que se establezca el nuevo procedimiento de valoración de inmuebles elaborado 

por el Catastro y se hayan estimado todos los valores de referencia de tales inmuebles, 

debería excluirse de la base del IRPF la actual imputación de rendimientos 

inmobiliarios, sustituyéndose esa imputación por el reformado Impuesto de Bienes 

Inmuebles.  

 

Propuesta núm. 15:  

 

Dentro del IRPF solo se integrarían en la base imponible del ahorro, sin reducción alguna 

en su cuantía, los rendimientos derivados de la cesión a terceros de bienes inmuebles, una 

vez descontados los gastos fiscalmente deducibles, incluidos los satisfechos por el nuevo 

Impuestos de Bienes Inmuebles cuando se pusiera en vigor.  

 

Propuesta núm. 16:  

 

El nuevo Impuesto de Bienes Inmuebles debería responder a los siguientes criterios:  

 

a) Gravaría anualmente el valor patrimonial de todos los bienes inmuebles, tanto rústicos 

como urbanos, situados en territorio de régimen común.  

 

b) Como ya se ha propuesto más arriba, el valor catastral de los bienes inmuebles debería 

establecerse, respecto al valor de referencia, en un porcentaje más elevado que el actual 

50%, pero manteniendo un margen de error, razonable aunque no excesivo, para las 

estimaciones del valor de referencia que efectúe anualmente el Catastro.  

 

c) La estimación del valor de referencia de cada inmueble debería ser objeto de revisión 

anual simultánea para todos los Municipios de territorio común mediante procedimientos a 

cargo del Catastro. Esa estimación se comunicaría anualmente a los intensados de forma 



conjunta y pública mediante listados expuestos en los Municipios donde estuviesen 

situados los inmuebles y bajo un formato electrónico apropiado en la sede del Catastro.  

 

d) Teniendo en cuenta la recurrencia anual del nuevo impuesto y que recaería sobre valores 

patrimoniales y no sobre rendimientos, se considera que su tipo de gravamen aplicable a 

los valores patrimoniales de los bienes sujetos a este impuesto debería quizá ser algo 

inferior al 1% de los nuevos valores catastrales.  

 

e) El nuevo IBI debería ser de participación estatal en su recaudación, para compensar la 

no imputación de los rendimientos de los inmuebles de uso propio en el IRPF.  

 

 

Propuesta núm. 17:  

 

Debería suprimirse la reducción regulada en el art. 32.2 de la vigente Ley del IRPF y 

aplicable, entre otros requisitos, a los rendimientos de actividades económicas 

determinados en régimen de estimación directa.  

 

Propuesta núm. 18:  

 

El tratamiento en el IRPF de las ganancias y pérdidas patrimoniales debería responder a 

los siguientes criterios:  

 

a) Debería suprimirse la corrección de los valores de adquisición de bienes inmuebles 

con índices que reflejen la depreciación monetaria experimentada entre el momento de su 

compra y el de su enajenación a efectos del cálculo de las ganancias y pérdidas 

patrimoniales en el IRPF y en el IS, para reducir así el ámbito de las indexaciones de rentas 

y rendimientos y equiparar el tratamiento fiscal de estas ganancias y pérdidas con el de las 

derivadas de capitales mobiliarios.  

 

b) Debería eliminarse, por su carácter residual y por el tiempo ya transcurrido desde su 

puesta en vigor, el procedimiento de cómputo que se establece en la Disposición transitoria 

novena de la vigente Ley del IRPF para la valoración de las ganancias y pérdidas 

patrimoniales derivadas de elementos adquiridos con anterioridad al 31 de diciembre de 

1994, sustituyéndose por las reglas generales de valoración de tales ganancias y pérdidas.  



c) Debería suprimirse la diferenciación fiscal entre ganancias y pérdidas patrimoniales de 

corto y largo plazo de obtención e incluirse la totalidad de esas ganancias y pérdidas dentro 

de la base del ahorro del IRPF.  

 

d) Debería compensarse el saldo negativo de ganancias y pérdidas patrimoniales con los 

rendimientos de los capitales mobiliarios e inmobiliarios incluidos en la base del ahorro del 

IRPF, aunque mientras que no se alcance el equilibrio presupuestario estructural y 

debido a las especiales circunstancias de la actual crisis económica, la compensación 

anteriormente propuesta podría limitarse en cada ejercicio a un porcentaje de los 

rendimientos del capital, tanto mobiliario como inmobiliario, incluido en la citada base.  

 

Propuesta núm. 19:  

 

En atención a las recomendaciones de la Comisión Europea y otros organismos 

internacionales y a las restricciones presupuestarias de la actual reforma fiscal, las 

actuales reducciones en la base del IRPF por situaciones de dependencia y envejecimiento 

deberían someterse a los siguientes cambios, configurándose simultáneamente como el 

único sistema vigente de protección del ahorro en este impuesto:  

 

a) Debería mantenerse reservada como hasta ahora la facultad de aportar fondos exentos 

temporalmente a instituciones de previsión social solo a los perceptores de rendimientos de 

trabajo y a quienes perciban rendimientos de actividades económicas, sean contribuyentes 

por el IRPF y, además, menores de la edad legal de jubilación. La aportaciones podrán 

hacerlas también, a nombre de sus empleados, las empresas de las que obtengan esos 

rendimientos de trabajo.  

 

b) Debería obligarse al titular de un plan de pensiones fiscalmente protegido a percibir 

las prestaciones de ese plan a partir de la edad legal de jubilación, sin prórroga posible, 

bien sea como capital de una sola vez o como percepción periódica. 

  

c) Debería llevarse gradualmente la deducibilidad fiscal de las aportaciones anuales a 

tales sistemas hacia las proximidades de la media de las admitidas en los países de 

nuestro entorno, sin perjuicio de no establecer límites para la aportación financiera a tales 



planes, con exención tributaria de las percepciones derivadas de las aportaciones financieras 

en exceso sobre el límite de deducibilidad fiscal.  

 

d) Ampliar el régimen fiscal de planes de pensiones a las aportaciones a cuentas bancarias 

especiales que cumplan con los mismos requisitos de indisponibilidad y asignación que los 

planes y fondos de pensiones.  

 

e) Simplificar de la larga relación de instituciones que actualmente se integran dentro 

de este sistema de reducción de la base imponible, eliminándose muchas de ellas pero 

facilitando a integración de sus fondos actuales en las otras subsistentes.  

 

Propuesta núm. 20:  

 

Deberían aplicarse también el sistema de protección social por envejecimiento y 

dependencia a las aportaciones del Estado y de los restantes entes públicos a favor de sus 

funcionarios, en la medida en que lo permitiese la situación presupuestaria de los 

organismos empleadores y, además, se derivase de nuevas condiciones pactadas en cuanto 

a trabajo, salarios y protección social.  

 

Propuesta núm. 21:  

 

Debería procederse a la liquidación definitiva de las situaciones transitorias generadas por 

la desaparición de la antigua protección del ahorro materializado en la adquisición de la 

vivienda utilizada como domicilio propio. Para su desaparición debería concederse un 

periodo transitorio, largo pero bien definido, estableciéndose también límites máximos de 

deducción anual en relación a la cuantía de la cuota del impuesto y permitiéndose la 

deducción aunque no se proceda a la amortización  efectiva de la deuda contraída para la 

financiación de esas viviendas.  

 

Propuesta núm. 22:  

 

El tratamiento fiscal de los mínimos personales y familiares debería revisarse conforme a 

los siguientes criterios:  

 

a) Debería actualizarse la cuantía del mínimo de exención por cónyuge e hijos, aplicando 

una cuantía adicional y más elevada por los hijos menores de tres años cuando ambos 

cónyuges desarrollen su actividad laboral fuera del domicilio familiar.  



 

b) Debería revisarse igualmente la cuantía del mínimo de exención por dependencia 

integrándose en el mismo, en la medida de lo posible, la deducción actual por rendimientos 

de trabajo obtenidos por personas dependientes.  

 

c) En el futuro debería procederse a la evaluación de los mínimos personales y familiares 

con periodicidad no superior a cada cuatro ejercicios, de modo que en ningún caso 

resultasen inferiores, en su conjunto y para una familia de tamaño medio, a la mitad del 

consumo mediano puesto de manifiesto por la encuesta de presupuestos familiares.  

 

d) Para no poner en riesgo ahora la capacidad recaudatoria del impuesto, los mínimos 

personales y familiares, revisados en sus actuales cuantías, deberían seguir descontándose de 

la cuota conforme al procedimiento establecido en la vigente Ley del IRPF, pasando a 

descontarse de los ingresos netos totales cuando la consolidación presupuestaria estuviese 

garantizada, para respetar de ese modo el concepto de capacidad económica o capacidad 

de pago del contribuyente.  

 

e) El contribuye debería obtener, al practicar la liquidación computerizada del impuesto, 

sus tipos efectivos de gravamen calculados respecto a su renta, así como lo que 

representen de ahorro fiscal sus mínimos personales y familiares, además de la 

información correspondiente respecto a su aportación al Estado y a su Comunidad 

Autónoma. Toda esa información le debería ser presentada de modo claro, integrado e 

inteligible, para que tomase fácilmente conciencia de su gravamen efectivo, de la 

reducción obtenida por los mínimos personales y familiares y de los entes beneficiarios de 

su aportación tributaria más personal y directa.  

 

Propuesta núm. 23  

 

Debería reformarse, conforme al procedimiento que se aplique en este impuesto a los 

donativos y mediante deducción en la cuota calculada al tipo mínimo de la tarifa, la actual 

"Reducción por cuotas y aportaciones a partidos políticos" incluida en el Título V por el 

artículo 61 bis de la Ley del IRPF.  

 

Propuesta núm. 24:  



 

Debería modificarse la actual deducción en la cuota del IRPF regulada en el art. 80 bis de 

la Ley del IRPF, aplicándola solo a rendimientos de modesta cuantía anual. Su ámbito 

debería ceñirse exclusivamente a los rendimientos de trabajo y su importe debería ajustarse 

de tal forma que quedasen efectivamente excluidos de tributación los rendimientos 

inferiores a la cantidad que se considere adecuada, sin perjuicio de que, en todo caso, 

tales rendimientos de trabajo hubieran de declararse a efectos de este impuesto.  

 

Propuesta núm. 25:  

 

Debería mantenerse la deducción en la cuota que hoy se aplica a los trabajadores en activo 

con edad superior a los 65 años, adecuando su cuantía y aplicación a las especiales 

características de estos trabajadores. 

 

Propuesta núm. 26:  

 

Debería mantenerse en sus términos actuales la deducción regulada en el art. 81 del 

impuesto en beneficio de las mujeres con hijos menores de tres años y con derecho a la 

aplicación del mínimo por descendientes.  

 

Propuesta núm. 27:  

 

Deberían suprimirse, por incompatibilidad con los objetivos perseguidos por la reforma o 

por haber transcurrido el plazo legal previsto para su aplicación, las siguientes 

Disposiciones Adicionales:  

 

a) Segunda (tipos de interés inferiores a los normales)  

b) Tercera (planes individuales de ahorro sistemático, sin perjuicio de su transformación 

en otro tipo de sistemas de protección contra la dependencia y el envejecimiento)  

c) Vigésimo cuarta y Vigésimo quinta (gastos e inversiones para habituar a los empleados 

a la utilización de las nuevas tecnologías de la comunicación y de la información)  

d) Vigésimo sexta (deducción por nacimiento o adopción en el periodo impositivo 2010)  

e) Vigésimo séptima (reducción del rendimiento neto de las actividades económicas por 

mantenimiento o creación de empleo)  

f) Vigésimo novena (deducción por obras de mejora en la vivienda)  

g) Trigésima (libertad de amortización en elementos nuevos del activo material fijo,)  

h) Trigésimo quinta (gravámenes complementarios)  



i) Trigésimo séptima (ganancias patrimoniales procedentes de la transmisión de 

determinados inmuebles).  

 

Propuesta núm. 28:  

 

Deberían mantenerse como Disposiciones Adicionales solo la Duodécima (Recurso 

Cameral Permanente); la Decimoséptima, (Remisiones normativas) y la Trigésima 

tercera, (Gravamen especial sobre los premios de determinadas loterías y apuestas), 

integrándose en el texto ordinario de la Ley todas las demás, subsumidas en los artículos 

del referido texto a que hagan referencia sus respectivos contenidos.  

 

Propuesta núm. 29:  

 

Debería procederse a una revisión de las actuales Disposiciones Transitorias de la Ley del 

IRPF para eliminarlas salvo cuando, muy excepcionalmente, sus efectos debieran 

prolongarse más allá de la entrada en vigor de la nueva Ley.  

 

Propuesta núm. 30:  

 

La tarifa progresiva, aplicable a la base liquidable general del IRPF, debería responder a los 

siguientes criterios:  

 

a) El tipo nominal mínimo de esa tarifa debería experimentar una reducción importante 

respecto al 24,75% actual, cuando resulte posible atendiendo a las exigencias de la 

consolidación presupuestaria.  

 

b) El número de tramos de la tarifa progresiva no debería ser superior a cuatro, para 

mejorar la transparencia y racionalidad de las decisiones económicas de los 

contribuyentes.  

 

c) El tipo nominal máximo de la tarifa, incluidos los tipos autonómicos, no debería 

superar en ningún caso el 50% y aproximarse, cuando resulte posible, al tipo máximo que 

en promedio se aplica en los países de la Unión Monetaria para evitar efectos de 

deslocalización de personas, actividades, ahorros e inversiones.  

 

Propuesta núm. 31:  

 



El tipo nominal aplicable a la base liquidable del ahorro debería coincidir con el tipo 

nominal mínimo de la escala progresiva del impuesto o, al menos, situarse en sus 

proximidades.  

 

 

Impuesto sobre la renta de No Residentes 

 

Propuesta núm. 32:  

 

Debería modificarse la Ley del IRPF para establecer un "régimen fiscal para los extranjeros 

residentes no habituales", de modo que respondiese a los siguientes criterios o principios:  

 

a) Ampliar el ámbito subjetivo de este régimen a los supuestos en que el desplazamiento del 

extranjero se produzca tanto como consecuencia de un contrato de trabajo como del 

desarrollo de actividades económicas sin establecimiento permanente o como 

administradores o accionistas significativos y pensionistas o perceptores de rentas 

mobiliarias o inmobiliarias.  

 

b) Eliminar el requisito de que las retribuciones no superen la cuantía de 600.000 euros 

anuales.  

 

c) Eliminar el requisito de que el porcentaje de rentas generadas fuera de España sea 

inferior a un 15% de sus rentas del trabajo o al menos situar ese requisito en el 50% de las 

rentas del trabajo.  

 

d) Establecer el requisito de que el contribuyente no haya sido residente en España durante 

los 5 años anteriores a su nuevo desplazamiento a territorio español.  

 

e) Añadir que ese régimen resultará de aplicación durante el período impositivo en que se 

produzca el cambio de residencia y los diez períodos impositivos siguientes.  

 

f) Suprimir la imputación de renta inmobiliaria a efectos de determinar la base imponible 

de los contribuyentes acogidos a ese régimen.  

 



g) Establecer para las pensiones y haberes pasivos acogidas a este régimen un tipo de 

gravamen equivalente al tipo mínimo del impuesto.  

 

h) Aplicar la reducción establecida por la transmisión mortis causa de la vivienda habitual 

en los casos en que el contribuyente sea residente no habitual en España.  

 

i) Simplificar o eximir de la declaración de datos, en los casos en que se considere que no 

sean relevantes para la lucha contra el fraude fiscal, blanqueo de capitales o prevención del 

terrorismo, a los extranjeros residentes no habituales acogidos a este régimen.  

 

Propuesta núm. 33:  

 

Debería simplificarse el proceso administrativo para la obtención del NIE necesario para 

el pago de los tributos facilitando su obtención por medios informáticos en la AEAT, 

eliminando el trámite previo en la Comisaría de Extranjeros en especial cuando el 

extranjero no vaya a desplazarse a España ni vaya a realizar actividad económica en España  

 

 

Impuesto sobre Sociedades 

 

Propuesta núm. 34:  

 

Debería reformarse la actual legislación del Impuesto sobre Sociedades al objeto de:  

 

a) Establecer la deducibilidad fiscal sin limitación alguna de los gastos financieros netos si 

estos no superan la cifra de un millón de euros en cada ejercicio.  

 

b) Si los gastos financieros netos superasen el límite anterior, deberían considerarse 

fiscalmente no deducible los correspondientes al exceso de endeudamiento de la entidad 

respecto al porcentaje sobre activos totales que se establezca por las normas del Impuesto.  

 

c) Debería establecerse que el porcentaje sobre activos totales anterior iría disminuyendo 

desde un 65% hasta un 50%, a razón de un 3% cada año, al objeto impulsar una 

financiación equilibrada de las entidades respecto a sus recursos propios. 

  

 



d) Deberían mantenerse respecto a estas normas las excepciones que ya existen en la 

norma vigente sobre limitación de gastos financieros, relativas a entidades de crédito y 

empresas de seguros.  

 

Propuesta núm. 35:  

 

Debería realizarse una revisión en profundidad de los actuales coeficientes fiscales de 

amortización conforme a los siguientes criterios:  

 

a) Conseguir una drástica simplificación en el número de tales coeficientes fiscales.  

b) Ajustar mejor esos coeficientes a la vida útil media de los activos a los que se aplican.  

c) Prorrogar, hasta que esta revisión se lleve a efecto, la medida vigente de limitación a su 

70 por 100 el valor de los coeficientes máximos de amortización actuales.  

 

Propuesta núm. 36:  

 

Deberían suprimirse los regímenes de libertad de amortización y de amortización acelerada 

vigentes en el artículo 11.2 del Texto Refundido del Impuesto sobre Sociedades y en el 

régimen especial de las empresas de reducida dimensión que se regula en el Capítulo XII 

del Título VII de la mencionada norma.  

 

Propuesta núm. 37:  

 

Debería suprimirse el régimen especial de determinados contratos de arrendamiento 

financiero que se regula en el Capítulo XIII del Título VII del Texto Refundido del 

Impuesto sobre Sociedades.  

 

Propuesta núm. 38:  

 

Debería establecerse con carácter permanente un porcentaje de amortización fiscal 

reducido, tanto para el inmovilizado intangible correspondiente a fondos de comercio 

como para el inmovilizado intangible de vida útil indefinida. Ese porcentaje no debería 

superar el 2,50 por 100.  

 

Propuesta núm. 39:  

 

Debería diferirse la deducibilidad fiscal de las perdidas por deterioro reversible 

registradas contablemente y correspondientes al inmovilizado material, a inversiones 

inmobiliarias o a intangibles con vida útil definida al momento de la enajenación de tales 



activos o al de su baja a consecuencia de pérdidas irreversibles, siempre que no se traten 

de activos no corrientes mantenidos o disponibles para la venta.  

 

Propuesta núm. 40:  

 

No debería permitirse la deducción fiscal de las pérdidas por deterioro de valores 

representativos de deuda cuando, correspondiendo a inversiones que se mantengan 

hasta el vencimiento, se registren contablemente por aplicación de criterios de 

valoración, salvo que las pérdidas se originen por la baja, enajenación o cancelación de los 

referidos valores.  

 

Propuesta núm. 41:  

 

Debería transformarse la actual deducción en la cuota para evitar la doble imposición 

interna en una exención que solo se aplicaría cuando el porcentaje de participación fuese, 

al menos, del 5 por 100, armonizándose de esta forma con los regímenes vigentes - 

exención y deducción en la cuota- para evitar la doble imposición internacional.  

 

Propuesta núm. 42:  

 

Debería regularse en el Impuesto sobre Sociedades un tratamiento fiscal uniforme con el que 

ya existe en el IRPF para la suscripción de una ampliación de capital con cargo a reservas, 

por la que se reciban las nuevas acciones totalmente liberadas.  

 

Propuesta núm. 43:  

 

El régimen de exención para evitar la doble imposición internacional debería ser 

modificado para:  

 

a) Establecer un nuevo requisito consistente en que la entidad participada soporte por el 

impuesto extranjero una tributación mínima del 10 por 100 sobre su beneficio en el país a 

que se refiera.  

 

b) Suprimir en este régimen el requisito hoy vigente de la realización de una actividad 

empresarial en el extranjero.  

 

Propuesta núm. 44:  

 



Debería realizarse una revisión del régimen especial de las entidades de tenencia de 

valores en el extranjero, elevando apreciablemente la cuantía actual de 6 millones de euros 

para el valor de adquisición de una participación mínima, a efectos de considerar 

cumplido el requisito que se exige en el régimen de exención para evitar la doble 

imposición internacional.  

 

Propuesta núm. 45:  

 

a) Deberían suprimirse, para cumplir con los objetivos propuestos para esta reforma y 

con las recomendaciones de los Organismos internacionales a este respecto:  

 

b) Todas las deducciones del Capítulo IV del Título VI del Texto Refundido del Impuesto 

sobre Sociedades -deducción por actividades de investigación y desarrollo e innovación 

tecnológica; deducción por inversión de beneficios, deducción por inversiones en 

producciones cinematográficas; deducción por inversiones medioambientales; deducción por 

reinversión de beneficios extraordinarios y deducciones por creación de empleo- excepto, 

en su caso, la deducción por creación de empleo para trabajadores con discapacidad.  

 

c) La deducción en la cuota del Impuesto sobre Sociedades de los programas de apoyo a 

acontecimientos de excepcional interés público que se regulan en el artículo 27 de la Ley 

49/2002.  

 

Propuesta núm. 46:  

 

Debería suprimirse la norma del artículo 15, apartado 9, del Texto Refundido del Impuesto 

sobre Sociedades, por la que se establece que, en el caso de transmisiones de inmuebles, 

para determinar la ganancia patrimonial que habrá de incluirse en la base se deducirá el 

importe de la depreciación monetaria.  

 

Propuesta núm. 47:  

 

Debería suprimirse el régimen de las empresas de reducida dimensión que se regula en el 

Capítulo XII del Título VII del Texto Refundido del Impuesto sobre Sociedades, pero sin 

que ello suponga aumento de su actual tipo de gravamen.  

 

Propuesta núm. 48:  

 



Debería reducirse el tipo general de gravamen del Impuesto sobre Sociedades, actualmente 

en el 30 por 100, de forma que:  

 

a) A la entrada en vigor de la reforma se situase en las proximidades del 25 por 100.  

 

b) En una segunda etapa de la reforma debería situarse de forma definitiva en valores 

próximos al 20 por 100.  

 

Propuesta núm. 49:  

 

Debería establecerse un procedimiento por el que la Administración Tributaria, por 

propia iniciativa o a petición expresa de las empresas interesadas, comprobase el exceso o 

defecto de imposición que se origina cuando, existiendo diferencias temporarias 

deducibles o imponibles, se produce una reducción del tipo general del impuesto. Ese 

procedimiento debería determinar y certificar la cuantía de la corrección, negativa o 

positiva, que las entidades podrían aplicar en la cuota del Impuesto sobre Sociedades en el 

momento en que se produjese la reversión de las diferencias temporarias.  

 

Propuesta núm. 50:  

 

Debería establecerse un procedimiento por el que las empresas que tuviesen en sus 

balances activos por impuesto diferido como consecuencia del derecho a compensar en 

ejercicios futuros las bases imponibles negativas y no deseasen registrar contablemente 

una pérdida por la reducción del tipo del Impuesto sobre Sociedades, solicitasen a la 

Administración Tributaria continuar con el tipo de gravamen actual hasta que finalizase la 

compensación de las referidas pérdidas fiscales.  

 

Propuesta núm. 51:  

 

Debería reducirse el tipo especial aplicable a las entidades que se dediquen a la 

exploración, investigación y explotación de yacimientos y almacenamientos subterráneos 

de hidrocarburos, actualmente del 35 por 100, hasta valores próximos al 30 y al 25 por 100, 

a medida que disminuyese el tipo general del Impuesto.  

 

Propuesta núm. 52:  

 

Debería elevarse de forma gradual el tipo de gravamen, que actualmente se sitúa en el 10 

por 100, que grava las actividades no exentas del régimen fiscal de las entidades sin fines 



lucrativos, hasta el 20 por 100, una vez que el tipo general haya sido objeto de reducción y 

se encuentre en ese nivel.  

 

Propuesta núm. 53:  

 

Deberían mantenerse inalterables los demás tipos de gravamen especiales que figuran en el 

artículo 28 del Texto Refundido del Impuesto sobre Sociedades.  

 

 

Impuesto sobre el Patrimonio 

 

Propuesta núm. 54:  

 

Debería suprimirse formal y definitivamente el Impuesto sobre el Patrimonio, 

estableciéndose las previsiones legales oportunas para que tampoco pueda ser establecido 

como impuesto propio por las Comunidades Autónomas.  

 

Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones 

 

Propuesta núm. 55:  

 

Deberían suprimirse  en  el  Impuesto sobre  Sucesiones y Donaciones:  

 

a) Las reducciones por parentesco en la base imponible, que serían sustituidas por el 

establecimiento de tipos impositivos específicos y decrecientes en función de la mayor 

proximidad del parentesco.  

b) La reducción por cantidades percibidas por contratos de seguro de vida.  

c) La reducción por adquisición de la vivienda habitual de la persona fallecida, con 

excepción del cónyuge supérstite.  

d) La reducción por adquisición de bienes del patrimonio histórico artístico.  

e) Las reducciones sobre la base imponible aplicadas a las adquisiciones inter vivos, con 

excepción de las aplicadas a personas con discapacidad.  

 

Propuesta núm. 56:  

 

Debería mantenerse en  el  Impuesto  sobre  Sucesiones y Donaciones:  

 

a) Un régimen especial de reducciones para las personas con discapacidad.  



b) La reducción por adquisición sucesiva de bienes, para evitar un exceso de gravamen.  

c) La reducción por adquisición de empresa individual, de un negocio profesional o de 

participaciones en entidades que sean calificadas de "empresa familiar", para garantizar la 

continuidad del negocio.  

d) Se entenderá como empresa familiar a efectos de la reducción anterior aquella en la 

que más del 50% de la propiedad esté en manos de familiares de primer y segundo grado del 

causante.  

e) El valor de esa reducción no debería superar entre el 50% y el 70% de la base liquidable, 

calculada previo descuento del mínimo de exención.  

 

Propuesta núm. 57:  

 

En el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones debería existir un único mínimo exento 

fijado por el Gobierno para todo el territorio de régimen común y cuya cuantía quizá 

debiera situarse en el entorno de unos 20.000 o 25.000 €. Ese mínimo de exención sería el 

que proporcionase progresividad a la tarifa lineal de gravamen.  

 

Propuesta núm. 58:  

 

A efectos de este impuesto deberían establecerse solo tres grupos de grados de parentesco 

definidos de la siguiente forma:  

Grupo A  

Integrado por: Cónyuge, ascendientes y descendientes por línea directa, adoptados y 

adoptantes.  

Grupo B  

Integrado por: Parientes colaterales de segundo y tercer grado y parientes por afinidad hasta 

el tercer grado.  

Grupo C  

Integrado por: Cualquier otra persona no incluida en los grupos anteriores.  

 

Propuesta núm. 59:  

 

La tarifa de este impuesto, tanto en transmisiones mortis causa o inter vivos, se aplicaría 

sobre la base liquidable, es decir, una vez deducida de la imponible el mínimo de exención 

igual para todos, y estaría constituida por solo tres tipos impositivos aplicables en función 



del grado de parentesco y sin relación a la cuantía ni al patrimonio preexistente de los 

herederos, del siguiente modo:  

 

GRUPO A  Tipo reducido  

GRUPO B  Tipo medio  

GRUPO C  Tipo más elevado  

 

Propuesta núm. 60:  

 

Esta Comisión, como en todos los casos, no formula las tarifas concretas de este impuesto 

pero a título meramente orientativo considera que esos tipos deben responder a criterios 

de moderación, teniendo cuenta que se gravan patrimonio y no rentas ni rendimiento:  

a) El tipo reducido podría situarse en las proximidades del 4 - 5%  

b) El tipo medio debería ser superior al reducido y cifrarse en el entorno del 7 - 8%  

c) El tipo más elevado superaría en todo caso al medio y podría establecerse entre el 10 y 

el 11%  

 

 

Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados 

 

Propuesta núm. 61:  

 

La reforma de la imposición sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos 

documentados debería:  

 

a) Suprimir el Impuesto sobre Operaciones Societarias.  

b) Suprimir la cuota gradual del Impuesto sobre Actos Jurídicos Documentados cuando 

lo permita la situación presupuestaria.  

c) Suprimir el hecho imponible del Impuesto sobre Transmisiones consistente en "la 

constitución de préstamos, fianzas, arrendamientos y pensiones", manteniéndose el tributo 

sobre las "concesiones administrativas".  

d) Suprimir el gravamen sobre la constitución de derechos reales de garantía.  

 

Propuesta núm. 62:  

 



Debería procederse a la eliminación gradual del Impuesto sobre Transmisiones 

Patrimoniales, a medida que el ritmo de avance en la consolidación fiscal lo permita, con el 

objetivo de su completa eliminación cuando se alcance el equilibrio estructural.  

 

Propuesta núm. 63:  

 

Se deberían establecer procedimientos de intercambio automático de información entre la 

Agencia Tributaria y las Administraciones autonómicas, de modo que todas pudieran 

conocer la información disponible sobre operaciones en que resulte difícil delimitar cuál es 

el impuesto exigible. Las actuaciones de comprobación deberían utilizar dicha 

información de oficio antes de formular una propuesta de liquidación.  

 

Propuesta núm. 64:  

 

Debería atribuirse a la Junta Arbitral prevista en el art. 23 de la LOFCA la resolución de 

conflictos sobre el impuesto al que deba someterse una determinada operación. El 

conflicto debería plantearse de oficio, siempre que una Administración considerase que 

debería liquidar un impuesto ya autoliquidado o liquidado a favor de otra Administración.  

 

Propuesta núm. 65:  

 

En los impuestos patrimoniales en que el hecho imponible se derive de una transacción 

efectiva:  

 

a) Atendiendo a la reiterada doctrina del Tribunal Supremo, debería entenderse por "valor 

real" el valor de mercado de la transacción efectuada.  

 

b) Solo en los impuestos patrimoniales que no respondan a una transacción efectiva, el 

concepto de "valor real" de la base imponible podría sustituirse por una magnitud 

objetiva, fijada por la Ley, siempre que se garantizase su uniformidad y que su estimación 

no superase el valor de mercado.  

 

c) La comprobación de valores debería realizarse atendiendo a lo establecido en los 

apartados b) y c) del art. 57 de la Ley General Tributaria, relativos a "valores que figuren 

en los registros oficiales de carácter fiscal" y a los "precios medios de mercado", 

respectivamente.  

 

Propuesta núm. 66:  



 

Debería sustituirse el "cierre registral" por un sistema de información en tiempo real 

entre los Registros, la Agencia Tributaria estatal y los organismos autonómicos 

equivalentes, una vez que transcurra un período suficiente de funcionamiento del citado 

sistema de información.  

 

Propuesta núm. 67:  

 

Se debería simplificar la sistemática del impuesto, recogiendo de modo expreso todos 

aquéllos beneficios fiscales que deban subsistir por responder a exigencias de  convenios 

internacionales, a motivos técnicas o a circunstancias de interés general. De acuerdo con 

los principios generales de la reforma, debería seguirse un criterio restrictivo respecto al 

mantenimiento de beneficios fiscales.  

 

 

Impuesto sobre el Valor Añadido 

 

Propuesta núm. 68:  

 

Debería suprimirse la exención contenida en el punto 1º del apartado Uno del artículo 20 

de la Ley del IVA referida a los servicios públicos postales cuando así lo permita la 

normativa europea.  

 

Propuesta núm. 69:  

 

Debería suprimirse la exención contenida en el punto 17º del apartado Uno del artículo 20 

de la Ley del IVA referida a la entrega de sellos de Correos cuando así lo permita la 

normativa europea.  

 

Propuesta núm. 70:  

 

Debería suprimirse el párrafo segundo del punto 12 del apartado Uno del artículo 20 de la 

Ley del IVA para eliminar la exención referida a los Colegios profesionales, las Cámaras 

Oficiales, las Organizaciones patronales y las Federaciones que agrupen a los organismos o 

entidades a que se refiere este número.  

 

Propuesta núm. 71:  

 

No se considera oportuno introducir en estos momentos la opción sobre la tributación de los 

servicios financieros referidos en el artículo 135.1, letras b) a g) de la Directiva 



2006/112/CEE, dada la complejidad de situaciones que podría generar esa opción y la 

experiencia comparada de los países miembros de la UE.  

 

Propuesta núm. 72:  

 

Debería reducirse el ámbito de la exención contenida en el punto 19 del apartado Uno del 

artículo 20 de la Ley del IVA, estableciendo condiciones y límites para que las loterías y 

otros juegos de azar o de dinero gocen de tal exención.  

 

Propuesta núm. 73:  

 

Debería reducirse el ámbito de la exención contenida en el punto 28 del apartado Uno del 

artículo 20 de la Ley del IVA referida a las prestaciones de servicios y las entregas de 

bienes realizadas por los partidos políticos estableciéndose restricciones para su 

aplicación, de acuerdo con lo previsto en el artículo 135.2 de la directiva comunitaria 

2006/112/CEE.  

 

Propuesta núm. 74:  

 

En la exención por las entregas de edificios o de partes de los mismos y del terreno sobre 

el que se levanten contenida en el apartado Dos del artículo 20 de la Ley del IVA, debería 

suprimirse el requisito de que, para renunciar a esa exención, el adquirente del inmueble 

debería ser sujeto pasivo de este impuesto con derecho a la deducción total del impuesto 

soportado.  

 

Propuesta núm. 75:  

 

Deberían modificarse los artículos 4.1º de la Ley del IVA y 7.5 de la Ley del ITP para 

excluir de tributación en el ITP las entregas de bienes inmuebles incluidos en la 

transmisión global del patrimonio empresarial.  

 

Propuesta núm. 76:  

 

Debería modificarse el punto 23 del apartado Uno del artículo 20 de la Ley del IVA para 

clarificar que el arrendamiento de edificios o partes de los mismos destinados 

exclusivamente a viviendas constituyen operaciones exentas en todo caso.  

 

Propuesta núm. 77:  

 



El Estado español debería plantear ante las instancias comunitarias correspondientes el 

dar a las operaciones de seguro el mismo tratamiento contemplado en el artículo 137.1 

para las operaciones financieras, puesto que tienen características similares.  

 

Propuesta núm. 78:  

 

Deberían armonizarse las condiciones contenidas en el artículo 80.Cuatro.A) de la Ley del 

IVA adaptando las condiciones exigibles para la modificación de la base imponible a las 

contenidas en el artículo 12.2 de la Ley del Impuesto sobre Sociedades.  

 

Propuesta núm. 79:  

 

Se debería modificar el artículo 119.bis de la Ley del IVA suprimiendo el requisito de 

reconocimiento de la reciprocidad de trato fiscal para la devolución del IVA soportado a los 

empresarios o profesionales no establecidos en el territorio de aplicación del impuesto.  

 

Propuesta núm. 80:  

 

La modalidad de gestión del denominado IVA de caja debería tener una vigencia temporal 

limitada hasta el momento en que se considere que ha mejorado la situación de liquidez de 

las pymes.  

 

Propuesta núm. 81:  

 

Debería modificarse la Ley del IVA quedando únicamente sujetas al tipo reducido del 10 

por 100 las operaciones siguientes:  

 

a) Las mencionadas en el art. 91, Uno. 1, 7º referidas a entregas de edificios o partes de 

los mismos aptos para su utilización como viviendas, incluidas las plazas de garaje.  

 

b) Las relacionadas en el art. 91, Dos. 2, 1º sobre transporte de viajeros y sus equipajes. 

  

c) Las comprendidas en el art. 91, Dos. 2, 2º sobre servicios de hostelería, acampamento y 

balneario, restaurantes y, en general, el suministro de comidas y bebidas para consumir en 

el acto, incluso si se confeccionan por encargo del destinatario.  

 

Propuesta núm. 82:  

 



Debería simplificarse la estructura de la vigente Ley del IVA, a cuyo fin se propone en el 

Anexo a este capítulo una estructura alternativa como posible guía a tales efectos.  

 

Impuestos Especiales: tabaco y alcohol 

 

Propuesta núm. 83:  

 

En la imposición sobre el tabaco debería revisarse periódicamente el impuesto específico y 

el valor mínimo de imposición, de forma que se mantenga el peso de la accisa sobre el 

precio de consumo.  

 

Propuesta núm. 84:  

 

Debería continuarse la política de igualar la imposición de las labores del tabaco distintas 

de los cigarrillos a la imposición de estos últimos, para evitar trasvases en el consumo.  

 

Propuesta núm. 85:  

 

En la imposición sobre alcoholes deberían adoptarse las siguientes medidas:  

a) Incrementar progresivamente la imposición sobre el alcohol hasta alcanzar la media de la 

Unión Europea.  

 

b) Revisar periódicamente los tipos específicos, para conseguir que se mantenga el peso 

de la imposición sobre el precio final.  

c) Considerar la posibilidad de establecer un impuesto a tipo muy reducido sobre el vino, 

como recientemente se ha hecho en Francia.  

 

 

Impuestos medioambientales 

 

Propuesta núm. 86:  

 

En la imposición sobre hidrocarburos deberían adoptarse las siguientes medidas:  

 

a) Diversificar el impuesto en un gravamen sobre la energía y otro sobre el dióxido de 

carbono de acuerdo con los criterios de la Propuesta de Directiva sobre la Fiscalidad 

Energética de la Unión Europea.  

 



b) Equiparar el tipo del gasóleo al tipo de la gasolina en el período que se estime adecuado 

por el Gobierno.  

 

c) Utilizar la recaudación adicional para reducir las cargas estatales sobre el factor trabajo.  

 

Propuesta núm. 87:  

 

Deberían suprimirse las exenciones que hoy impiden una aplicación más extensa del 

Impuesto sobre el Carbón, aproximando su estructura a la propuesta para el Impuesto 

sobre Hidrocarburos.  

 

 

Impuestos sobre la electricidad  

 

Propuesta núm. 88:  

 

Debería reformarse el Impuesto sobre la Electricidad con arreglo a los siguientes criterios:  

 

a) Sustituir la actual base imponible del Impuesto sobre la Electricidad, que 

prácticamente coincide con el importe facturado, por el número de kilovatios/hora 

consumidos, de modo que se incentive la eficiencia y el ahorro energético y se adapte el 

impuesto a la propuesta de Directiva europea sobre la Fiscalidad Energética.  

 

b) Limitar drásticamente las exenciones en este impuesto, que en todo caso deberían 

ceñirse a valores mínimos y justificarse en cada caso concreto de modo explícito, 

transparente y exhaustivo.  

 

Propuesta núm. 89:  

 

Debería suprimirse el Impuesto sobre el Valor de la Producción de la Energía Eléctrica, 

compensándose la pérdida de su recaudación a través de un incremento del impuesto sobre 

la Electricidad, que en la cuantía de ese incremento no estaría cedido a las CCAA.  

 

Propuesta núm. 90:  

 

Debería integrarse el canon por utilización de las aguas continentales para la 

producción de la energía eléctrica en el Impuesto sobre la Electricidad.  

 



Impuestos sobre residuos nucleares  

 

Propuesta núm. 91:  

 

Debería procederse a una reforma conjunta del Impuesto sobre la producción de 

combustible nuclear gastado y residuos radiactivos resultantes de la generación de energía 

nucleoeléctrica y del Impuesto sobre el almacenamiento de combustible nuclear gastado 

y residuos radiactivos en instalaciones centralizadas, conforme a los siguientes criterios:  

 

a) Refundición de ambos impuestos estatales sobre residuos nucleares.  

 

b) Coordinación expresa del nuevo impuesto con el impuesto andaluz sobre residuos 

nucleares, más allá de la actual remisión a la LOFCA.  

 

c) Transformación del nuevo impuesto en una tasa dirigida a cubrir el coste de la gestión y 

almacenamiento de los residuos, una vez cubierto el déficit tarifario.  

 

 

Impuestos y Tasas sobre transporte  

 

Propuesta núm. 92:  

 

Debería procederse a la reforma de los actuales Impuestos sobre Vehículos de Tracción 

Mecánica (IVTM) e Impuesto sobre Determinados Medios de Transporte (IDTM), con 

arreglo a los siguientes criterios:  

 

a) Se sustituirían tales impuestos por un nuevo Impuesto sobre el Uso de Vehículos de 

Tracción Mecánica (IUVTM) de carácter ambiental, cuya cuota dependería de la emisión 

de dióxido de carbono de cada vehículo. Su gravamen podría minorarse cuando el 

vehículo fuera objeto de modificaciones que redujeran las emisiones y eximirse para los 

vehículos de uso exclusivo de personas con discapacidades.  

 

b) La regulación del nuevo impuesto correspondería al Estado y sería igual para todos los 

Municipios y Comunidades Autónomas, dada su finalidad de preservación del medio 

ambiente.  

 



c) Se gestionaría por los Municipios, que transferirían a su respectiva Comunidad 

Autónoma la participación en su recaudación que se estableciese con carácter general.  

 

Propuesta núm. 93:  

 

Debería considerarse el establecimiento de tasas por el uso de las infraestructuras de 

transporte, y su relación con el nuevo impuesto que se propone sobre el uso de vehículos 

de tracción mecánica.  

 

Propuesta núm. 94:  

 

En los regímenes especiales de Madrid y Barcelona, y en otras ciudades de acusados 

valores histórico-monumentales, podría regularse la posibilidad de exigir "tasas de 

congestión" por la entrada de vehículos de tracción mecánica al centro de la ciudad. Esas 

tasas deberían acompañadas de la existencia en las vías de entrada de aparcamientos para 

vehículos.  

 

 

Tributos estatales sobre el agua  

 

Propuesta núm. 95:  

 

Debería procederse a la reforma del canon de regulación, la tarifa de utilización del 

agua, así como el canon de utilización de los bienes del dominio público hidráulico y 

el canon de control de vertidos, de modo que se garantizase la repercusión de los 

costes de realización y mantenimiento de las obras hidráulicas sobre los usuarios de las 

infraestructuras.  

 

Impuestos pretendidamente medioambientales 

 

Propuesta núm. 96:  

 

Dada su insuficiente planteamiento y justificación medioambiental, estos impuestos deberían 

suprimirse, sin perjuicio de que pudieran ser sustituidos por otras figuras tributarias que 

respondan adecuadamente a las citadas finalidades.  

 

Impuestos con finalidad ambiental aparente o secundaria  

 

Propuesta núm. 97:  

 



Deberían suprimirse los impuestos autonómicos sobre grandes superficies comerciales y de 

servicios por sus negativos efectos económicos sobre la unidad de mercado y sobre la 

eficiencia económica.  

 

Propuesta núm. 98:  

 

Deberían suprimirse los impuestos autonómicos sobre emisiones de dióxido de carbono 

ante la imposibilidad de que puedan cumplir eficientemente sus objetivos ambientales.  

 

 

Impuestos medioambientales con gran dispersión normativa  

 

Propuesta núm. 99:  

 

Debería sustituirse los actuales cánones autonómicos de vertidos por un impuesto estatal 

cedido a las Comunidades Autónomas, que podrían variar los tipos dentro de unos límites 

fijados por la ley estatal y que permitan tener en cuenta los costes de las infraestructuras de 

depuración así como los costes medioambientales y los costes del recurso.  

 

Propuesta núm. 100:  

 

Debería crearse un impuesto estatal sobre depósito de residuos, residuos de la construcción, 

residuos peligrosos e incineración de residuos. Tal impuesto se inspiraría en los rasgos 

esenciales de los impuestos ya existentes y se cedería a las Comunidades Autónomas con 

competencias normativas sobre el tipo de gravamen (dentro de un máximo y un mínimo 

fijado por la ley del Estado), de gestión y sobre el importe de la recaudación.  

 

Propuesta núm. 101:  

 

Debería crearse un impuesto estatal sobre emisiones atmosféricas distintas del dióxido de 

carbono. Dicho impuesto se cedería a las Comunidades Autónomas con competencias 

normativas (dentro de un máximo y un mínimo fijado por la ley del Estado), de gestión y 

sobre el importe de la recaudación.  

 

 

Impuestos sobre actividades financieras y seguros 

 

Propuesta núm. 102:  

 

Deberían suprimirse de manera definitiva el Impuesto estatal a los depósitos de entidades 

de crédito y todos los impuestos autonómicos equivalentes.  



 

Propuesta núm. 103:  
 

En todo caso y para evitar efectos económicos perversos que afectarían negativamente al 

conjunto de la economía española, el IDEC debería considerarse un impuesto indelegable, 

de exclusiva competencia de la Administración Central.  

 

Propuesta núm. 104:  

 

Si la opinión del Gobierno fuese la de que el sistema financiero soporta una presión fiscal 

desproporcionadamente baja, debería trasladar esa opinión a la Comisión Europea y 

utilizar los mecanismos de coordinación fiscal existente en el seno de la Eurozona para 

avanzar en una imposición común sobre la actividad financiera.  

 

 

Impuesto sobre Primas de Seguros  

 

Propuesta núm. 105:  

 

En relación al Impuesto sobre primas de seguros debería realizarse una remisión expresa:  

 

a) Al Texto refundido de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros privados (Real 

Decreto Legislativo 6/2004) en lo que se refiere al momento del devengo del impuesto y a 

la exención relativa a los seguros de vida.  

 

b) A la Ley 26/2006, de mediación de seguros y reaseguros privados, por lo que se refiere 

al devengo, precisándose que, en el caso de los pagos realizados a través de corredores 

de seguros, el devengo se producirá en el momento en que el asegurador tenga 

conocimiento de que tal pago ha tenido lugar.  

 

Propuesta núm. 106:  

 

Debería precisarse en la propia Ley del impuesto:  

 

a) La sujeción de las operaciones realizadas por agentes y corredores, en la medida en que 

la realización de estas operaciones determine la percepción de cantidades por la 

aseguradora en concepto de pagos a cuenta de las primas correspondientes a futuros 

contratos de seguros.  



 

b) La definición legal de la base imponible, complementándola con la enumeración de 

diversos supuestos que, según los Tribunales o la doctrina administrativa, forman parte de 

esa base.  

 

c) La interpretación elaborada por la Dirección General de Tributos respecto a la 

rectificación del impuesto repercutido.  

 

 

Cotizaciones sociales 

 

Propuesta núm. 107:  

 

Deberían reformarse las actuales cotizaciones del sistema de Seguridad social con arreglo 

a los siguientes criterios y principios:  

 

a) Suprimir las actuales bases tarifadas sobre las que se calculan las cotizaciones sociales 

y sustituir ese sistema por los rendimientos percibidos como retribución por el trabajo, 

definidos conforme a lo que se establece a tales efectos en el IRPF.  

 

b) Establecer los nuevos tipos de gravamen de las cotizaciones sociales de modo que su 

recaudación global resulte, en todo caso, equivalente a la actual, pero reduciendo, en la 

medida de lo posible, el número actual de esos tipos, tipificando las contingencias cubiertas 

en cada caso y reduciendo su presión sobre el empleo de más baja retribución y menos 

cualificado.  

 

c) Proceder a una nueva distribución de la carga resultante entre empresarios y 

trabajadores, atendiendo a la experiencia de los países de nuestro entorno.  

 

d) Encomendar la gestión del nuevo sistema a una Administración unificada con la 

tributaria y con declaraciones y procedimientos comunes.  

 

Propuesta núm. 108:  

 



Debería mejorarse la contributividad del sistema de prestaciones de la Seguridad Social 

ligando muy directamente el importe de las cotizaciones efectuadas a lo largo de toda la 

vida laboral con las pensiones y demás prestaciones que deban percibirse en su momento.  

 

Propuesta núm. 109:  

 

Deberían limitarse la definición de exenciones o bonificaciones en las cotizaciones sociales, 

centrándolas sobre contrataciones y colectivos muy bien definidos y especialmente 

desfavorecidos a los que resulte difícil ayudar con políticas activas de empleo.  

 

Propuesta núm. 110:  

 

Debería procederse, una vez efectuada la transformación de las cotizaciones sociales, a una 

reducción de esas cotizaciones a cargo de las empresas, financiada con incrementos del 

IVA adicionales a los planteados en el capítulo correspondiente de este Informe, de forma 

que se elimine el sesgo actualmente existente en cuanto al peso relativo de las cotizaciones 

sociales respecto a la media europea.  

 

 

Lucha contra el fraude fiscal 

 

Propuesta núm. 111:  

 

La lucha contra el fraude fiscal debería responder en términos generales a los siguientes 

principios:  

 

a) Mostrar la equilibrada relación existente, tanto en términos absolutos como respecto a 

los demás contribuyentes, entre impuestos soportados conforme al principio de capacidad 

económica y los bienes y servicios públicos recibidos orientados al beneficio de la 

generalidad de los ciudadanos.  

 

b) Resaltar cómo los impuestos responden a criterios de equidad gravando las auténticas 

capacidades económicas y poniendo énfasis en la austeridad y ejemplaridad de los gastos 

públicos.  

 

c) Mostrar la alta capacidad de la Administración tributaria para descubrir a los 

defraudadores, subrayando sus grandes medios personales y materiales pero insistiendo 



igualmente en su capacidad para ayudar y colaborar con los contribuyentes en el 

cumplimiento de sus deberes tributarios.  

 

d) Aludir de algún modo a las sanciones, pero resaltando más su aspecto de estigma 

social que sus estrictas consecuencias pecuniarias.  

 

Propuesta núm. 112:  

 

El régimen general de estimación de bases en este impuesto debería ser, en todos los 

casos, el de estimación directa. A tales efectos:  

 

a) Debería suprimirse, sin excepción alguna, el método objetivo de estimación de 

los rendimientos de las actividades económicas, incluidas las agrarias.  

 

b) El ámbito del método directo simplificado de estos rendimientos debería 

reducirse sensiblemente, no debiendo aplicarse en ningún caso a las actividades que 

superasen la cifra de volumen anual de operaciones que se estableciese, que quedarían 

sujetas al método normal de estimación directa.  

 

c) Deberían establecerse procedimientos contables muy simplificados, quizá 

ajustados al sistema de caja y computerizados en todo caso, para que los 

contribuyentes de escasa dimensión económica sometidos al régimen de estimación 

directa simplificada llevasen adecuadamente sus cuentas y pudiesen, además, 

integrarlas en soportes informáticos que se comunicasen a la Administración con sus 

declaraciones tributarias. Tales soportes sustituirían a cualquier otro sistema de libros 

registros.  

 

d) Debería establecerse un calendario cerrado, con no más de cuatro años como plazo 

conjunto de todas sus etapas, en el que se graduase la entrada en vigor de la 

propuesta anterior, ajustando su ritmo al de las dotaciones de los medios necesarios 

para su adecuada aplicación por la Administración tributaria.  

 

Propuesta núm. 113:  

 



Debería establecerse por la Administración tributaria un sistema integrado de 

información patrimonial basado en los registros oficiales de bienes inmuebles y 

vehículos, en la información que suministrasen los bancos acerca de depósitos y 

créditos, en la proporcionada por los intermediarios, depositarios y fedatarios 

públicos acerca de valores y transacciones sobre elementos representativos del 

capital mobiliario e inmobiliario y en cualquier otra de naturaleza patrimonial, como 

instrumento de gran trascendencia para una lucha eficaz contra el fraude fiscal. Esa 

información debería comunicarse al contribuyente conjuntamente con la de sus 

ingresos, si previamente la solicitase y para darle la oportunidad de instar su 

rectificación en caso de que resultase errónea.  

 

Propuesta núm. 114:  

 

La Administración tributaria debería establecer los procedimientos informáticos 

adecuados que permitiesen utilizar de forma continua, masiva y eficiente la 

información patrimonial acumulada sobre cada contribuyente para la comprobación 

de sus declaraciones en el IRPF y en otros impuestos.  

 

Propuesta núm. 115:  

 

Deberían revisarse los límites actualmente establecidos para la obligación de declarar 

por el IRPF. Esa revisión debería conducir a una reducción muy significativa de los 

límites actuales aplicables a los ingresos íntegros de trabajo y a la práctica 

desaparición de los establecidos hoy para los procedentes de las restantes fuentes de 

ingreso.  

 

Propuesta núm. 116:  

 

Debería suprimirse el Régimen Simplificado regulado en el Capítulo II del Título 

IX de la Ley del IVA para todos los sujetos pasivos de este impuesto.  

 

Propuesta núm. 117:  

 

Debería suprimirse el régimen especial de recargo de equivalencia regulado en el 

Capítulo VII del Título IX de la LEY DEL IVA.  

 

Propuesta núm. 118:  

 

Para la detección de bolsas de fraude fiscal deberían reforzarse los procedimientos de 

control cruzado de operaciones utilizando los datos de identificación fiscal de los 



prestadores y destinatarios de determinados servicios por gastos de reparaciones o 

por pagos a profesionales.  

 

Propuesta núm. 119:  

 

Debería dotarse de mayores medios a la Agencia Tributaria para la investigación de 

bolsas de fraude en las operaciones intracomunitarias dado que el coste de dichos 

medios quedaría suficientemente compensado con  el rendimiento que proporcionarían los 

recursos aplicados a esa finalidad.  

 

Propuesta núm. 120:  

 

El Estado español debería instar a la Unión Europea que estudie y analice los cambios 

necesarios en la Directiva y Reglamentos sobre el IVA que permitan superar el 

vigente régimen transitorio y culminar cuanto antes la aprobación y aplicación 

definitiva del principio de imposición en destino.  

 

Propuesta núm. 121:  

 

Si, pese a su posible coste y efectos, se decidiese establecer un sistema de 

recompensas tributarias satisfechas contra la cuota del IRPF, debería ponerse 

especial atención en diseñar ese sistema conforme a los siguientes criterios:  

 

a) Delimitar su ámbito exclusivamente a los servicios personales de naturaleza 

doméstica y a la ejecución de obras y prestaciones de servicios en el ámbito del hogar.  

 

b) Evaluar cuidadosamente su coste, enfrentándolo con una cuantificación muy 

prudente de sus posibles beneficios tributarios, incluso en el caso de que la 

recompensa consista en premios repartidos al azar mediante sorteos.  

 

c) Atender a los riesgos recaudatorios que supondrá su inevitable extensión a 

quienes ya hoy cumplen con sus obligaciones tributarias.  

 

 

Imposición, unidad de mercado y neutralidad fiscal 

 

 

Propuesta núm. 122:  



 

Debería ampliarse la capacidad normativa de las Comunidades Autónomas respecto a la 

posibilidad de establecer copagos en servicios públicos dentro de unos límites mínimos 

establecidos por la Administración central para todas las Comunidades, lo que permitiría 

además conocer mejor su capacidad para generar ingresos públicos.  

 

Propuesta núm. 123:  

 

Al objeto de mantener la unidad de mercado y la neutralidad fiscal en cuanto al proceso de 

formación de los precios, debería reformarse la capacidad normativa de las 

Comunidades Autónomas respecto a los impuestos en el siguiente sentido:  

 

a) En el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas debería mantenerse la cesión 

actual de capacidad normativa a las Comunidades respecto a la tarifa autonómica, sin que 

sus tipos, junto con los del Gobierno central, sobrepasen los límites generales señalados en 

este Informe. También respecto a los mínimos personales, pero sin afectar a la base, a los 

tipos y a la cuota del ahorro, que deberían ser generales para todo el territorio de régimen 

común.  

 

b) No deberían cederse competencias a las Comunidades Autónomas en cuanto a la 

tributación indirecta armonizada, aunque las competencias normativas sobre estos tributos 

podrían quizá ejercerse de forma colegiada en el seno del Consejo de Política Fiscal y 

Financiera.  

 

c) Podrían regionalizarse los impuestos especiales sobre el alcohol, el tabaco y primas de 

seguros, pero teniendo en cuenta la posibilidad de arbitraje fiscal entre los distintos 

territorios.  

 

d) Respecto a los impuestos medioambientales el Informe se remite a las propuestas ya 

efectuadas en su Capítulo VI.  

 

e) Para evitar los problemas territoriales que han surgido respecto a los impuestos 

patrimoniales, debería procederse a la supresión completa del Impuesto sobre el Patrimonio 

y a la reforma de los restantes conforme a las propuestas que se contienen en el Capítulo 



IV de este Informe, estableciéndose de forma general los valores mínimos y máximos 

para sus tarifas que se proponen en el mencionado Capítulo.  

 

Propuesta núm. 124:  

 

Debería mantenerse un grado elevado de centralización en la gestión tributaria, 

procediéndose a una evaluación detallada de las funciones hasta ahora desempeñadas por el 

Consejo Superior para la Dirección y Coordinación de la Gestión Tributaria.  

 

Propuesta núm. 125:  

 

Debería ampliarse la coordinación "ex ante" respecto a la capacidad de las 

Comunidades Autónomas respecto al establecimiento de nuevos impuestos, para lo que 

debería diseñarse un procedimiento que permitiese juzgar, "ex ante" y dentro del Consejo 

de Política Fiscal y Financiera, si los nuevos tributos propuestos están ya gravados por el 

Gobierno central, si afectan a la libre circulación de personas, mercancías, servicios o 

capitales y si obstaculizan las transacciones.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 


